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Área Fiscalía Especializada en Materia de Derechos Humanos.  

Nombre del 
documento 

Versión pública del proceso de designación del Titular de la 
Fiscalía Especializada en Materia de Derechos Humanos. 

Número de fojas 
útiles 656 (Seiscientos cincuenta y seis). 

Tipo de clasificación Confidencial. 

Información 
clasificada Datos personales. 

Fundamentación 
Artículo 113, fracción I de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública. 

Motivación 

Los documentos de referencia contienen datos que actualizan 
la hipótesis de clasificación de confidencialidad de la 
información, prevista en la fracción I, articulo 113 de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; en 
este sentido, se desprende que será considerada información 
clasificada como confidencial, aquella que contenga datos 
personales de una persona física identificada o identificable, 
independientemente del medio por el cual se haya obtenido, 
sin necesidad de estar sujeta a temporalidad alguna y a la que 
solo podrán tener acceso los titulares de la información o sus 
representantes legales. 
 
Lo mencionado, encuentra sustento legal dentro de lo 
establecido en la fracción I, del artículo 113 de la LFTAIP, mismo 
que se transcribe a continuación: 

 
 “ARTÍCULO 113. Se considera información confidencial: 
I. La que contiene datos personales concernientes a una 
persona física identificada o identificable; 
[…] 
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad 
alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de la 
misma, sus representantes y los Servidores Públicos 
facultados para ello (…)” 
 
(Énfasis añadido). 

 
De igual forma, en el ejercicio de acceso a la información, los 
sujetos obligados serán responsables de los datos personales 
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en su posesión, y que, en relación con ellos, deberán adoptar 
las medidas necesarias que garanticen su seguridad y evitar su 
alteración, pérdida, transmisión y acceso no autorizado, de 
conformidad con lo establecido por la fracción VI, artículo 68 de 
la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, la cual es del tenor literal siguiente: 

 
“Artículo 68. Los sujetos obligados serán responsables de los 
datos personales en su posesión y, en relación con éstos, 
deberán: 
VI. Adoptar las medidas necesarias que garanticen la seguridad 
de los datos personales y eviten su alteración, pérdida, 
transmisión y acceso no autorizado.  
Los sujetos obligados no podrán difundir, distribuir o 
comercializar los datos personales contenidos en los 
sistemas de información, desarrollados en el ejercicio de sus 
funciones, salvo que haya mediado el consentimiento expreso, 
por escrito o por un medio de autenticación similar, de los 
individuos a que haga referencia la información de acuerdo a la 
normatividad aplicable. Lo anterior, sin perjuicio a lo establecido 
por el artículo 120 de esta Ley.” 
 
(Énfasis añadido). 

 
En términos de lo expuesto, es dable concluir que la protección 
de la confidencialidad de los datos personales es una garantía 
de la que goza cualquier persona, y esta Institución no puede 
difundir, distribuir o comercializar, salvo que haya mediado el 
consentimiento expreso, por escrito o por un medio de 
autenticación similar, de los individuos a que haga referencia la 
información de acuerdo con la normatividad aplicable. 
 
Por añadidura, resulta imperioso señalar que el derecho a la 
información tiene limitaciones específicas tendientes a 
equilibrar el derecho del individuo frente a terceros y la 
sociedad, puesto que en ejercicio de ese derecho no debe 
menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el 
honor, la dignidad y el derecho a la intimidad de éste, en su 
familia y decoro; así como tampoco puede, en ejercicio de ese 
derecho, provocar algún delito o perturbar el orden público. 
Asimismo, la información que se refiere a la vida privada y los 
datos personales será protegida en los términos y con las 
excepciones que fijen las leyes, a saber:  
 

Tesis Aislada 
Novena Época 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
Tomo: XIV, Septiembre de 2001 
Tesis: I.3o.C.244 C 
Página: 1309 
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DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS 
LÍMITES PREVISTOS POR LOS ARTÍCULOS 6o., 7o. Y 24 
CONSTITUCIONALES. El derecho a la información tiene 
como límites el decoro, el honor, el respeto, la 
circunspección, la honestidad, el recato, la honra y la 
estimación, pues el artículo 6o. otorga a toda persona el 
derecho de manifestar libremente sus ideas y prohíbe a los 
gobernantes que sometan dicha manifestación a inquisición 
judicial o administrativa, salvo que ataquen la moral, los 
derechos de tercero, provoquen algún delito o perturben el 
orden público.  
 
Esta reforma recogió distintas corrientes preocupadas por 
asegurar a la sociedad una obtención de información 
oportuna, objetiva y plural, por parte de los grandes medios 
masivos de comunicación. Conforme a la evolución del 
artículo 6o. constitucional vigente y comparado con lo que al 
respecto se ha regulado en otros países, se concluye que a lo 
largo de la historia constitucional, quienes han tenido el 
depósito de la soberanía popular para legislar, se han 
preocupado porque existiera una Norma Suprema que 
reconociera el derecho del hombre a externar sus ideas, con 
limitaciones específicas tendientes a equilibrar el derecho 
del individuo frente a terceros y la sociedad, puesto que en 
ejercicio de ese derecho no debe menoscabar la moral, los 
derechos de tercero, que implica el honor, la dignidad y el 
derecho a la intimidad de éste, en su familia y decoro; así 
como tampoco puede, en ejercicio de ese derecho, provocar 
algún delito o perturbar el orden público.  
 
Tales límites son que la opinión no debe atacar la moral, 
esto es, las ideas que se exterioricen no deben tender a 
destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión de 
la sociedad en el respeto mutuo y en el cumplimiento de los 
deberes que tienen por base la dignidad humana y los 
derechos de la persona; tampoco debe dañar los derechos 
de tercero, ni incitar a la provocación de un delito o a la 
perturbación del orden público.  
 
De modo que la Constitución de mil novecientos diecisiete 
estableció una obligación por parte del Estado de abstenerse 
de actuar en contra de quien se expresa libremente, salvo que 
en el ejercicio de ese derecho se ataque a la moral, a los 
derechos de tercero, se provoque algún delito o se perturbe 
el orden público.  

 
Por su parte, la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos prevé: 
 

ARTÍCULO 12. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en 
su vida privada, su familia, su domicilio, o su 
correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. 
Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra 
tales injerencias o ataques. 
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Sobre el mismo tema, en la Convención Americana sobre los 
Derechos Humanos señala: 
 

ARTÍCULO 11. Protección de la Honra y de la Dignidad. 
 
1.- Toda persona tiene derecho a l respeto de su honra y al 
reconocimiento de su dignidad. 
2.- Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o 
abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su 
domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su 
honra o reputación. 
3.- Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra 
esas injerencias o esos ataques. 

 
Además, el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y 
Políticos establece: 
 

ARTÍCULO 17.  
 
1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en 
su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, 
ni de ataques ilegales a su honra y reputación. 
2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra 
esas injerencias o esos ataques. 

Fecha de 
clasificación 

10 de septiembre de 2019. 




































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































